ANEXO 3

PRECEDENTES QUE NO CONSTITUYEN JURISPRUDENCIA
DICTADOS POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO
EN MATERIA DE DERECHO A LA INFORMACION

RADIODIFUSORAS. LIBERTAD DE EXPRESION. En cuanto a que la Secreta-
ria de Comunicaciones es la Gnica autorizada que cuenta con conoci-
mientos suficientes para determinar si es o no de interés social que fun-
cione determinado numero de radiodifusoras, debe decirse que es una
pretensién insostenible de las responsables, pues, en primer lugar, las
dejaria al margen del analisis de la constitucionalidad de sus decisiones
en ese aspecto, lo que seria violatorio del articulo 103, fraccién I, de la
Constitucién Federal; y, en segundo lugar, dejaria al arbitrio de los
gobernantes el uso de uno de los medios mas importantes para la di-
fusién de las ideas, lo que seria dejar a su arbitrio o aun a su capricho
o interés la libertad de expresién, lo que seria claramente violatorio del
articulo 62 constitucional, pues si el Estado tiene la obligacién de proteger
el derecho a la informacién, implicito ya en todo sistema democratico
en que el voto de los ciudadanos debe ser un voto informado y no un
voto a ciegas, ese derecho implica la obligacién de no entorpecer el uso
de los medios de difusién masivo de ideas, y prohibe que el Estado se
erija en guardian tutelar de la cantidad o calidad de medios de difusién
que en su propio criterio estima que deben existir en el pais, como si
paternalmente pudiese controlar la cantidad y calidad de las ideas.

Amparo en revisién 217,/78. Radio Olin, S. A., y con agraviados. Una-
nimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmén Orozco. Secretaric: Gre-
gorio Valencia Bracamontes.
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1.IBERTAD DE EXPRESION, LLA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA CARECE DE FACUL-
TADES PARA RESTRINGIRLA. Es derecho inalienable de los particulares el de
manifestar sus ideas y exigir informacién, y si la libertad de expresién,
o sea de expresar y recibir ideas, ha de tener algin sentido democrético,
y si la televisién y la radiodifusién, de los medios méas poderosos para
la difusién de ideas politicas, cientificas y artisticas, en cuyos campos
no cabe ninguna manera ni la més pequeha posibilidad de intromisién del
gobierno como censor, resulta absolutamente infundada la pretensién de
que la autoridad administrativa esté facultada para manejar a su albe-
drio o a su capricho y conveniencia, las concesiones de radiodifusién,
con lo cual uno de los medios méas poderosos de expresidon de ideas politi-
cas, cientificas y artisticas quedaria sujeto a su sola voluntad, sin control
alguno por el Poder Legislativo, para darle lineamientos a los que deba
cefiirse su actuacién, o sin control por el Poder Judicial, el que tiene
el derecho y la obligacién constitucional de analizar todos los actos de las
autoridades administrativas que puedan lesionar en alguna forma los de-
rechos constitucionales de los particulares; de los cuales, uno de los més
importantes, sino el que més, lo constituye la libertad de expresién de
ideas politicas, cientificas o artisticas, como se ha dicho, sin que pueda
ser suficientemente repetido.

Amparo en revisién RA-1601/82. Vision por cable de Sonora, S. A.
de C. V. y coagraviados. 13 de abril de 1983. Unanimidad de votos. Ma-
gistrado: Fernando Lanz Cardenas. Secretario: Licenciada Martha Elba
Hurtado Ferrer.

Rapro vy TELEVISION. OTORGAMIENTO DE CONCESIONES. Kl articulo 69 cons-
titucional vino a garantizar explicitamente el derecho a la informacién,
que ya estd implicito en todo sistema democratico, puesto que el voto de
los ciudadanos tiene derecho a ser un voto informado y no un voto a cie-
gas. Y habiendo derecho a la informacién, es de verse que en los tiempos
actuales las radiodifusoras y las estaciones de televisién son uno de los
medios més poderosos de expresar ideas y de transmitir informacién,
por lo que también es manifiesto que las autoridades no pueden limitar
el uso de los canales o frecuencias disponibles, para establecer un flore-
ciente negocio comercial (con el pretexto de evitar competencia ruinosa
en esta materia), ni para establecer un monopolic monocromatico o ten-
dencioso de la informaciéon y de la difusién de ideas y cultura en general,
protegidas por el articulo 69 constitucional también. Ni podria la ley
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ordinaria darles tales facultades, conira el espiritu y contenido de las
garantias constitucionales. Por las mismas razones, cuando las autorida-
des se ven obligadas, s6lo por la saturacién fisica de las frecuencias dis-
ponibles, a limitar el uso de radiodifusoras o estaciones de television, es
claro que se deben cednir a los dictados del interés comiin, que estd en la
difusién de la maxima diversidad de ideas informativas y culturales. Y
es claro también que en ese aspecto de control y limitacién, deben actuar
con facultades arbitrales regaladas por la ley, y no con facultades dis-
crecionales no sujetas a control constitucional, que les otorgarfan un
poder despético antidemocratico, y también es claro que las resolucio-
nes que dicten escogiendo a un concesionario entre varios, deberén estar’
cuidadosamente fundadas y motivadas, y que deben exponerse en ellas
claramente, al alcance de todos y sin términos esotéricos, las razones que,
al establecer las comparaciones necesarias entre las caracteristicas de las
diversas solicitudes, hacen que una de ellas sea mejor para el interés
comun, asi como también deben dar a conocer a todos los solicitantes las
caracteristicas de las deméas solicitudés y estudios técnicos formulados
por ellas o por los interesados, a fin de que no sé6lo no haya una seleccién
despética, sino de que también haya oportunidad de defensa para los afec-
tados, ya que éstos malamente podran objetar adecuadamente una elec-
cidén cuyas razones no se les han dado a conocer. Pero también es de verse
que si uno de los concesionarios ofrece mas material informativo o de con-
tenido formativo, cultural o politico, y otro ofrece més material ligero
o intrascendente, el interés comin, en principio y salvo prueba en con-
trario, favorece al primero frente al solicitante de espiritu més comer-
cial. Y también es de verse que la diversidad de concesionarios favorece,
en principio y salvo prueba en contrario, una mejor difusién de informa-
cién, una mas amplia gama de ideas y, por lo mismo, los monopolios de
estos medios de informacién resultan en un adocenamiento contrario al
interés publico. Luego, en principio y salvo prueba en contrario, se debe
siempre favorecer al solicitante nuevo frente al ya establecido, con miras
al interés comun en que haya diversidad ideoclégica en el uso de los me-
dios de informacién y difusién de cultura que utilizan las ondas electro-
. magnéticas. :

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER
CIRCUTTO. Amparo en revisién 654/78. Amin Siman Habib. 13 de diciem-
bre de 1978. Mayoria de votos. Ponente: Guillermo Guzman Orozco.
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LIBERTAD DE EXPRESION. Rapiopirusoras, CoNceEsioNEs. Conforme al
articulo 69 constitucional, la manifestacién de ideas no serad objeto de
ninguna inquisicién judicial o administrativa. Ello se deriva de que, con-
forme a la filosofia que inspira nuestra Constitucién, el individuo tiene
una esfera de derechos que la autoridad no puede tocar, y esa esfera
incluye la libertad de expresién, de comunicarse ideas. La libre expresién
es bésica para que pueda pensarse siquiera en la existencia de un sistema
democrético, en el que la soberania radica en el pueblo y en el que las
autoridades sélo pueden hacer aquello que el pueblo las ha facultado
para hacer, en la propia Constitucién. Y la inclusién de un derecho en
ésta no implica que el Estado lo haya concedido a los ciudadanos, sino
que éstos se lo reservaron y decidieron garantizar su ejercicio mediante
la inclusién expresa de ese derecho en la propia ley fundamental, pues la
Constitucién otorga la garantia, no el derecho (articulos 12 y 39). Y esa
libertad de expresar las ideas y de comunicarlas, incluye légicamente tam-
bién las ideas filoséficas, cientificas, artisticas, religiosas, etcétera, y todas
las formas y maneras como esas ideas y expresiones artisticas pueden di-
fundirse, lo que incluye la poesia, la musica, etcétera... Ahora bien, la
libertad constitucional de expresar ideas debe incluir necesariamente la li-
bertad constitucional de utilizar libremente todos los medios de expresién,
sean palabras o conductas, en cuanto puedan difundir ideas. Y esto in-
cluye necesariamente también los medios masivos de difusién. Pues seria
absurdo, en la sociedad contemporénea, que sélo la palabra hablada o es-
crita en forma individual estuviera constitucionalmente protegida, dejan-
do al arbitrio o monopolio de las autoridades el uso, a su antojo, de los
medios masivos de comunicacién modernos, como son la prensa, el radio
y la televisién. Y asi como serfa tirdnico pensar que la autoridad legis-
lativa secundaria o que la autoridad administrativa pudiesen limitar el
nuimero de publicaciones en el pais, o en una regién del pais, a titulo de
proteger econémicamente a los empresarios de las publicaciones limitati-
vamente permitidas, con lo que se favoreceria un monopolio de la infor-
macién, asi también resulta contrario a la libertad constitucional, en prin-
cipio, que se limite el uso de los canales de radio y televisién con vista
a proteger el interés mercantil de las emisoras limitativamente permi-
tidas. Sin embargo, como por las caracteristicas de estos medios de co-
municacién, el nimero de canales utilizables tiene un limite técnico, es
claro que el Congreso puede reglamentar el uso de esos canales, y con-
cesionarlo, ya que se trata, ademas, del uso del espacio territorial y del
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medio en que se propagan las ondas electromagnéticas, como lo afirma
el articulo 1° de la Ley Federal de Radio y Televisién. Y como esos me-
dios masivos de comunicacién constituyen una actividad de interés pa-
blico, el Congreso y las autoridades administrativas deben vigilarla y
protegerla, para el debido cumplimiento de su funcién social. Pero, atento
todo lo que se lleva dicho, esa vigilancia y ese cuidado no deben tender
a limitar el nimero de canales en uso, con el objeto de proteger las uti-
lidades mercantiles de quienes han obtenido una concesidn, sino que debe
ejercerse de manera que puedan ser utilizados todos los canales, inde-
pendientemente de la conveniencia mercantil de los primeros concesiona-
rios con miras a que haya los maximos elementos posibles de difusién
de ideas por esos medios, lo cual redundara en beneficio de los fines que
se persiguen garantizando la libertad de expresién: una vida democrati-
ca méis plena, y también una vida mas plena en los terrenos artistico,
filoséfico, de simple diversidn, etcétera... Y sélo cuando esos altos fines
pedan resultar afectados, es cuando se podrain limitar, razonando esto
cuidadosamente, los canales utilizables. Lo que las autoridades deben com-
batir es el monopolio monocromético de esos medios masivos de comuni-
cacién., Y la tinica razén para prohibir el uso de nuevos canales, o para
cancelar las concesiones y permisos de canales en uso, sera el evitar que
se forme un monopolio que coarte la libertad de expresién, o impedir
que los canales utilizables queden en manos de personas poco serias, que
pudieran atacar indebidamente la moral o atacar indebidamente la vida
privada de las personas, cuando esas personas no sean piiblicas y cuando
los ataques no tengan justificacién constitucional. Entender de otra forma
la intencién de la ley en el otorgamiento de concesiones y permisos, seria
darle un contenido contrario a las disposiciones del articulo 6 constitu-
cional. Por otra parte, cuando se va a otorgar una concesién, la Secre-
taria de Comunicaciones y Transportes debe hacer los estudios pertinen-
tes, que deben referirse a los requisitos legales a satisfacer, a la seriedad
de la instalacién y de su programacién y funcionamiento, y sobre todo,
a que no se constituyan monopolios monocromaticos de tan importantes
medios masivos de difusién, pues aun las estaciones comerciales difunden
una ideologfa ciertamente, de manera directa e indirecta, a través del
contenido de sus programas y anuncios. Y ese estudio que formulen las
autoridades debe darse a conocer integramente a las personas e institu-
ciones que pudieran resultar afectadas, para que estén en oportunidad
real de presentar sus objeciones, en términos del articulo 19 de la Ley
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Federal de Radio y Television, en relacién con el articulo 14 constitucio-
nal; se violaria la garantia de audiencia de esos posibles afectados si tu-
viesen que formular sus objeciones a ciegas, sin conocer en su plenitud
todos los elementos del estudio hecho por las autoridades. Por tltimo,
sobre esas objeciones las autoridades deben resolver en forma fundada
y motivada, pues el articulo 16 constitucional exige que se funden y mo-
tiven las resoluciones que puedan causar alguna molestia a los goberna-
dos, en sus derechos. O sea que aunque las autoridades deban resolver
a su libre juicio, esto no quiere decir que puedan resolver caprichosa-
mente y derogando la garantia constitucional de fundamentacién y moti-
vacién, ni que su juicio quede exento del control constitucional del juez
de amparo, en términos del articulo 103, fraccién I, de la Constitucién
Federal. Y si las autoridades no formulan los estudios pertinentes, o no
los dan a conocer a los interesados, habrd que mandar reponer el proce-
dimiento administrative. Y si no fundan y motivan su resolucién, inclu-
vendo el rechazo de las objeciones, de manera que se trate de una viola-
cion formal (omisién absoluta de motivacién o de fundamentacién en
ese aspecto), se deberd mandar reponer la resolucién reclamada.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER
CIRCUITO. Amparo en revisién 721/77. Victoria Graciela Alba de Llamas
y coagraviados. 25 de enero de 1978. Unanimidad de votos. Ponente: Gui-
llermo Guzman Orozco.

RADIODIFUSORAS. SUSPENSION. Si con la ejecucién de los actos recla-
mados se causaron al quejoso perjuicios de dificil reparacién, al otorgar
su concesion a tercero, no seria bastante para negar la suspensién la dog-
matica afirmacion de que el interés publico requiere que haya suficientes
estaciones radiodifusoras que satisfagan las necesidades de la colectivi-
dad, sin precisar a qué poblacién numérica se trata de servir (o cualita-
tiva), ni cuéntas estaciones hay en servicio en el lugar, ni cuantos cana-
les quedan libres, ni cuéles son las necesidades que satisfacen, ni cuéles
scn las que dejan sin satisfacer. Pues la invocacién dogmatica del interés
publico no basta para obligar al juez constitucional a negar la suspensién
con aplicacién del articulo 124 de la Ley de Amparo. Lo anterior, sin
embargo, no implica que este Tribunal no reconozca que tratdndose de
radiodifusoras, que se scupan de la difusién de elementos artisticos, cul-
turales e ideolégicos, dobe operar el més absoluto principio de la mayer
libertad v concurrencia posibles, sin vosibilidad de que el Estado tutele
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intereses particulares o de grupo, a través de un monopolioc monocro-
maético de la difusién, estatalmente controlado, ni siquiera a titulo de
evitar competencias ruinosas, pues la libre difusién de las ideas, y los
elementos artisticos y culturales alcanzan esa jerarquia, estd soberna-
mente protegida por los articulos 6° y 7° constitucionales. Pues la libertad
de pensamiento se puede coartar lo mismo mediante inquisiciones o cen-
suras, que mediante monopolios controlados de los medios de difusién.

Vol. 97-102. Sexta Parte. Primer Circuito. Primero Administrativo.
P. 123. Amparo en revisién 377/77. Alberto Guilbot Serros. 28 de junio
de 1977. Unanimidad de votos.

LIBERTAD DE EXPRESION EN MATERIA DE ARTE Y CULTURA. Conforme al
articulo 6° constitucional, la manifestacién de ideas no sera objeto de nin-
guna inquisicién judicial o administrativa, sino en el caso de ataque a la
moral, los derechos de tercero, provoque algun delito o perturbe el orden
publico. Y es evidente que ese derecho constitucionalmente garantizado
incluye toda manifestacién artistica o cultural, ya que el arte y la cultura
son una manera de expresar también ideas, y dado que, por lo mismo,
todo el acervo cultural del ciudadano esta protegido por la garantia cons-
titucional. En consecuencia, seria contrario a la libertad constitucional
que las autoridades pudieran, por cualquier titulo, imponer patrones ar-
tisticos o culturales a los ciudadanos, como si tuviesen facultades mas
altas que la Constitucién Federal, para decidir por los gobernados adul-
tos qué clase de arte o de cultura les resulta conveniente asimilar, y como
si los ciudadanos adultos no tuvieran el derecho, reconocido y garantizado
por la Constitucién de elegir ellos mismos qué clase de elementos artisti-
cos o culturales desean asimilar. Y seria absurdo un proteccionismo pseu-
donacionalista en estas materias, que impusiera a todo un pueblo la obli-
gacién de asimilar determinadas manifestaciones culturales, mediocres o
no, sacrificando la garantia constitucional. Por otra parte, la proteccién
a los ingresos pecuniarios de los musicos y ejecutante nacionales no puede
ser un valor tan alto que justifique el sacrificio de la libertad artistica
y cultural del pueblo mexicano, y la Gnica manera aceptable de que se
imponga el arte nacional sera el superar su calidad, y el aprovechar las
raices culturales y la idiosincrasia del pueblo, las que pueden ser fomen-
tadas, pero no impuestas, por la autoridad. Una imposicién de la autoridad
al respecto, a méas de violar el derecho constitucional, vendria mas bien
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a propiciar la mediocridad y la adulteracién de los valores nacionales, a
limitar el espiritu creativo y a reducir las capacidades de los mexicanos
de estar al tanto vy al nivel de las corrientes artisticas extranjeras.

Vol. 97-102. Sexta Parte. Primer Circuito. Primero Adrinistrativo.
P. 144. Amparo =n revisién 487,/76. Musica a su Servicio, S. A, 18 de encro
de 1977. Unanimidad de votos.



